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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO DE PETICIÓN / CONTENIDO
DERECHO DE PETICIÓN – Contenido.
… En relación con el contenido del artículo 23 Superior, la Corte Constitucional ha precisado que el derecho de petición al tener el carácter de derecho fundamental, la acción de tutela es el mecanismo creado para lograr su protección cuando quiera que resulte amenazado o vulnerado por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y, en ciertos eventos por los particulares, ante la ausencia de otro medio de defensa judicial eficaz para hacer efectiva su garantía.  

… Asimismo, en sentencia T-463 de 2011 señaló:  “Así, esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorable a los intereses del peticionario, iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al solicitante.” De lo anterior es preciso concluir que, la protección del derecho fundamental de petición requiere una respuesta de fondo, oportuna y, además, debe ser debidamente notificada al peticionario, pues es a partir de ese momento en que el derecho se ve protegido.
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SENTENCIA No. 12
Acta de Discusión No. 30 del 03 de abril de 2025
En la fecha y una vez cumplido el trámite de ley, se decide el recurso de impugnación interpuesto por el accionante GUSTAVO GIRALDO ACEVEDO frente al fallo de primera instancia proferido el 27 de febrero de 2025, proferido por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda.
I. ANTECEDENTES
El señor GUSTAVO GIRALDO ACEVEDO, actuando en nombre propio, promovió una acción de tutela en contra de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN DE RISARALDA – COOEDUCAR, la PRESIDENTA DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE LA COOPERATIVA COOEDUCAR y la SUPERINTENDENCIA DE ECONOMÍA SOLIDARIA al considerar vulnerados y amenazados sus derechos fundamentales al derecho de petición y el debido proceso, consagrados en la Constitución Política.
El accionante justifica el amparo constitucional basado en los siguientes,
HECHOS
El accionante manifestó que pertenece a la población pensionada y señaló que, el 1° de julio de 2018, el Presidente del Consejo Directivo de la Cooperativa COOEDUCAR puso en vigencia un acuerdo dirigido a los pensionados. No obstante, indicó que dicho acuerdo carece de número y fecha, y que nunca fue previamente discutido, aprobado ni consensuado por los pensionados de la cooperativa, razón por la cual considera que es ilegal desde su expedición y durante su vigencia.
Asimismo, señaló que la Superintendencia de Economía Solidaria, entidad que, según la normativa, tiene la competencia para aprobar dicho acuerdo, no ha emitido ningún concepto al respecto.
El accionante agregó que, el 23 de noviembre de 2024, informó a la Superintendencia sobre estas irregularidades. Sin embargo, esta no adoptó ninguna acción como entidad competente, sino que trasladó su derecho de petición No. 20242000549931 del 16 de diciembre de 2024 a la Junta de Vigilancia de la Cooperativa COOEDUCAR. Dicha Junta determinó que no existía ninguna falla o error y que el acuerdo se ajustaba a la normatividad vigente. No obstante, el accionante considera que esta decisión vulnera el debido proceso, pues el acuerdo no fue socializado, consensuado, difundido, discutido ni aprobado.
En su argumentación, afirmó que el acuerdo restringió a los pensionados el derecho a elegir y ser elegidos libremente, lo que constituye un motivo suficiente para solicitar su nulidad. Además, solicitó que se investigue la presunta negligencia de la Superintendencia, a la cual pidió que tomara prontas acciones mediante una petición fechada el 28 de enero de 2025, la cual, hasta la fecha, no ha sido respondida ni ha generado ninguna actuación.
Finalmente, sostuvo que el acuerdo tampoco fue presentado a la Asamblea General de Delegados a través de un proyecto para su debate y eventual aprobación. Explicó que este procedimiento es fundamental, pues permite dejar constancia en acta de la Asamblea y, posteriormente, remitirlo a la Superintendencia para que lo apruebe, lo reforme con base en recomendaciones o lo niegue por razones de inconstitucionalidad o fallas subsanables. Solo una vez superado este proceso, el acuerdo podría ser promulgado, lo que no ocurrió en este caso.
PRETENSIONES
El accionante solicitó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y de petición. En consecuencia, pide que se ordene la creación de un nuevo comité de pensionados y la anulación del acuerdo en cuestión.
Asimismo, aunque no lo expresa de manera explícita en el acápite correspondiente, reprocha la falta de respuesta por parte de la Superintendencia de Economía Solidaria a su derecho de petición presentado el 28 de enero de 2024. 
Finalmente, cuestiona el hecho de que dicha entidad haya trasladado el derecho de petición radicado bajo el número 2024200059931, presentado el 16 de diciembre de 2024, sin emitir un pronunciamiento de fondo.
POSICIÓN DE LAS ACCIONADAS
1) La COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN DE RISARALDA – COOEDUCAR y la PRESIDENTA DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE LA COOPERATIVA COOEDUCAR solicitaron no tutelar los derechos fundamentales pretendidos, ya que no han vulnerado ninguno y han actuado de acuerdo con los preceptos legales y en pro de los asociados. 
Indicó inicialmente que, el documento expedido por el Consejo de Administración de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Trabajadores de la Educación COOEDUCAR, el 18 de junio de 2018, hace referencia al “Acta No. 1148” que recogió lo planeado, discutido y aprobado según el orden del día, entre ellos el numeral 5° que está relacionado con el “Estudio, análisis y aprobación del Reglamento del Comité del Pensionado Retirado”
Manifestó que en la referida reunión el presidente del Consejo de Administración presentó los avances en la construcción del reglamento para el Comité de Pensionados Retirados e hizo la socialización de sus últimos capítulos dejándolos a consideración del Consejo de Administración, siendo aprobado por siete (7) votos. Todo esto en cumplimiento de la Ley 79 de 1988 y los estatutos de la Cooperativa COOEDUCAR.
Agregó que, es cierto la afirmación del accionante en relación con que el reglamento nunca fue consensuado, discutido ni aprobado por los pensionados, pero es un asunto que no está contemplado como requisito en las normas que regulan la materia. El reglamento fue creado, discutido y aprobado conforme con los estatutos de la entidad cooperativa. 
2) La SUPERINTENDENCIA DE ECONOMÍA SOLIDARIA solicitó declarar la falta de legitimación por pasiva, argumentando que no tiene atribuciones legales relacionadas con la presunta vulneración de derechos señalada por el accionante, ya que corresponde a la Junta de Vigilancia de COOEDUCAR, dar respuesta a las solicitudes elevadas.
Agregó que el Grupo Interno de Trabajo de Atención y Trámite de Peticiones, Quejas, Reclamos, Sugerencias y Denuncias (PQRSD) de la Delegatura para la Supervisión del Ahorro y la Forma Asociativa Solidaria dio respuesta, mediante el radicado de salida No. 202520000048711, a las peticiones con radicados No. 20254400007312 del 10 de enero de 2025, 20254400008732 del 13 de enero de 2025 y 20254400030272 del 29 de enero de 2025, en las que el accionante solicitó la investigación de la Cooperativa de Trabajadores de la Educación (COOEDUCAR) por presuntas irregularidades en la creación del Comité de Pensionados, indicándole que: “de conformidad con el artículo 40 de la Ley 79 de 1988 en armonía con el artículo 59 de la Ley 454 de1998 y el numeral 13 del artículo9 del Decreto 186 de 2004, corresponde al órgano de control social de la Cooperativa o Junta de Vigilancia, conocer en primera instancia las PQRSDF relacionadas con las organizaciones solidarias.”
Por lo anterior, al no existir constancia de que haya iniciado trámite alguno ante la Junta de Vigilancia, procedió a darle traslado mediante el radicado No. 2024000549931 del 16 de diciembre de 2024. 
Enfatizó que de acuerdo con el artículo 36 de la Ley 454 de 1998, en las funciones de la Supersolidaria no se establece nada respecto a la aprobación o refrendación de acuerdos que se expidan a través de actas de órganos colegiados. Agregó que, si bien la Supersolidaria ejerce funciones de inspección y vigilancia, estas no implican la facultad de cogestión o intervención en la autonomía jurídica y democrática de las cooperativas. 
Añadió que el 27 de enero de 2025 la Junta de Vigilancia le dio una respuesta amplia y suficiente al accionante, colocando en su conocimiento el acta No. 1148 del 18 de junio de 2018 donde el Consejo de Administración aprobó la constitución del Comité de Pensionados y su respectivo reglamento. 
Frente a la presunta negligencia de la superintendencia, indicó que recibió las peticiones con radicado de entrada No 20254400007312 del 10 de enero de 2025, 20254400008732 del 13 de enero de 2025, y, 20254400030272 del 29 de enero de 2025, otorgándosele respuesta mediante el radicado se salida No 20252000048711 de 19 de febrero de 2025 y dentro del marco de sus facultades. 
FALLO IMPUGNADO
Mediante sentencia del 27 de febrero de 2025, el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas negó la acción de tutela interpuesta por el accionante. 
Como argumento de su decisión indicó que la tutela no cumple el requisito de subsidiariedad, pues la vía para lograr la anulación o revocatoria del Consejo de Administración de COOEDUCAR es el proceso abreviado ante la jurisdicción civil y no obra prueba de que acredite que el accionante presentó una demanda dentro del término indicado en el artículo 382 del Código General del Proceso. Agregó que la acción de tutela no es un mecanismo supletorio para sustituir los medios ordinarios. 
Por otra parte, expresó que no se cumple el requisito de inmediatez, pues pasaron más de 6 años de la constitución y entrada en funcionamiento del Comité de Pensionados y la interposición de la acción, por lo que no acudió a la tutela como mecanismo de protección inminente o urgente. 
En cuanto al derecho de petición, manifestó que el accionante presentó múltiples solicitudes así:
1. El 23 de noviembre de 2023, reiterada el 04 de diciembre del mismo año (sic) de la cual obtuvo respuesta por parte de la Junta de Vigilancia de COOEDUCAR el 27 de enero de 2025, debidamente notificada. Agregó que, si bien la Junta excedió el término legal para atender la petición, pues el término máximo era hasta el 8 de enero de 2025, lo cierto es que ya la dio y por ende superó la afectación. 
2. El 10 y 13 de enero de 2025, de las cuales se desconoce lo perseguido pues no obra en el plenario copia de ellas y por ende no se hizo estudio alguno de ello. 
3. El 29 de enero de 2025 dirigida a la Superintendente de Economía Solidaria y la Coordinadora del Grupo de PQRSD en la que apeló la respuesta dada el 27 de enero del año en curso por la Junta de Vigilancia, y en el que reiteró los argumentos de nulidad del citado acuerdo emitido por el Consejo de Administración y de la cual obtuvo respuesta el 9 de febrero de 2025, radicado No. 20252000048711 en la que se requirió a COOEDUCAR para remitir la copia de la respuesta de fondo con la cual atendió la solicitud del accionante, “a fin de continuar con el trámite de la denuncia”, lo que permite entrever que realizó gestiones para continuar el trámite y resolver de fondo. 
IMPUGNACIÓN
Inconforme con la decisión, el accionante impugnó el fallo, argumentando que se debe reconsiderar la nulidad de todo lo actuado por parte del Consejo de Administración de la Cooperativa COOEDUCAR frente a la creación del Comité de Pensionados, habida cuenta que es contrario a la constitución, no está de acuerdo con el interés social y por carecer de competencia. 
Procede la Sala a decidir previas las siguientes:
II. CONSIDERACIONES
1. Sobre la Acción de Tutela
El artículo 86 de la Constitución Política consagra la Acción de Tutela como un instrumento jurídico a través del cual los ciudadanos pueden acudir ante los Jueces Constitucionales a reclamar la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estén siendo vulnerados, sin mayores requerimientos de índole formal y con la certeza de obtener oportuna resolución. Así pues, la Tutela procede frente a situaciones de hecho que representen quebranto o amenaza de dichos derechos fundamentales, cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; de esta forma, se propende por cumplir uno de los fines esenciales del Estado Social de Derecho de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados constitucionalmente.
Se trata entonces de una categoría constitucional de protección que consagró la Constitución de 1991, tendiente a salvaguardar los derechos fundamentales de las personas, de lesiones o amenazas de vulneración por parte de una autoridad pública y, bajo ciertos supuestos, por parte de un particular. Es un procedimiento judicial específico, autónomo, directo y sumario, que en ningún caso puede sustituir los procesos judiciales que establece la ley; en ese sentido, la Acción de Tutela es un instrumento jurídico de carácter subsidiario que no puede ser asumida como una institución procesal alternativa, supletiva, ni sustitutiva de las competencias constitucionales y legales de las autoridades públicas.
Asimismo, se han indicado unos requisitos para la procedencia de la acción de tutela entre los cuales se encuentra la legitimación en la causa, la inmediatez y la subsidiariedad y se explican de la siguiente manera:
1.1. Legitimación en la causa  
El artículo 86 de la Constitución, en conjunto con el artículo 1 del Decreto 2591 de 1991 establecen que “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales” Así mismo, el artículo 10 del mismo decreto dispone que se podrá actuar: (i) a nombre propio, (ii) a través de un representante legal, (iii) por medio de apoderado judicial, (iv) mediante un agente oficioso o (v) a través del defensor del pueblo y los personeros municipales.
En el presente asunto, debe indicarse que el señor Gustavo Giraldo Acevedo se encuentra legitimado por activa al estar afiliado a la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Trabajadores de la Educación de Risaralda – COOEDUCAR. A su vez, esta cooperativa y la Presidencia del Consejo de Administración de COOEDUCAR también están legitimadas por pasiva, dado que se les atribuye la presunta vulneración de derechos fundamentales mediante la expedición de un reglamento y la conformación de un comité sin el consenso de la población jubilada, a la cual él pertenece.
También lo está la Superintendencia de Economía Solidaria, por ser la entidad a la que el accionante ha elevado múltiples solicitudes y, en consecuencia, la encargada de resolverlas.
1.2. Inmediatez 
En cuanto al criterio de inmediatez, la Constitución determinó que la acción de tutela es un mecanismo que busca la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados. Por ello, se exige al accionante que, dentro de un término razonable y prudencial, a partir del hecho que generó la eventual vulneración, ejerza la acción constitucional. Ha sostenido esta Corte que, aunque la acción de tutela no tiene un tiempo de caducidad propiamente dicho, sí es necesario que se formule en un lapso razonable.
En este punto, debe indicarse que no se cumple con este requisito, dado que la presunta vulneración ocurrió el 18 de junio de 2018, cuando se llevó a cabo la reunión en la que se aprobó el Reglamento para el Comité de Pensionados Retirados, registrada en el Acta No. 1148.
Desde dicha fecha hasta la presentación de la acción de tutela, el 17 de febrero de 2025
, han transcurrido aproximadamente 6 años y 8 meses. Este lapso excede claramente un término prudente y razonable para la interposición de la acción, lo que evidencia una inactividad prolongada que afecta su procedencia y no se estudiará frente a este aspecto con relación al debido proceso.
Ahora, en relación con los derechos de petición, debe decirse que, si se satisface este requisito, por cuanto entre su interposición el 16 de diciembre de 2024
, 29 de enero de 2025
 y entre la presentación de la acción de tutela, el 17 de febrero de 2025, ha pasado un término inferior a 6 meses, por lo que se considera prudente y razonable. 
1.3. Subsidiariedad  
El inciso 4 del artículo 86 de la Constitución Política de 1991, establece el principio de subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela y determina que “esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. Por lo anterior, se infiere que, si existen otros mecanismos de defensa judicial que resultan idóneos y eficaces para solicitar la protección de los derechos que se consideran amenazados o vulnerados, se debe acudir a ellos y no a la tutela.
En armonía con lo anterior, la Corte Constitucional ha sostenido de manera reiterada que, en materia de derecho de petición, no existe otro mecanismo en el ordenamiento jurídico que garantice una respuesta de fondo y detallada. Por esta razón, el requisito de subsidiariedad se considera satisfecho.
2. Sobre el derecho de petición 
En relación con el contenido del artículo 23 Superior, la Corte Constitucional ha precisado que el derecho de petición al tener el carácter de derecho fundamental, la acción de tutela es el mecanismo creado para lograr su protección cuando quiera que resulte amenazado o vulnerado por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y, en ciertos eventos por los particulares, ante la ausencia de otro medio de defensa judicial eficaz para hacer efectiva su garantía.  
En providencia T-054 del 2004, la Corte delimitó los alcances del derecho de petición al señalar los siguientes rasgos característicos: 
“1. El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, 
2. garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión;  
3. El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión;  
4. La petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado;  
5. La respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible;  
6. La respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita;  
7. Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, y en algunos casos a los particulares;  
8. El silencio administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición;  
9. El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa;  
10. La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de responder; y   
11. Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”  
Asimismo, en sentencia T-463 de 2011 señaló:  “Así, esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorable a los intereses del peticionario, iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al solicitante.” 
De lo anterior es preciso concluir que, la protección del derecho fundamental de petición requiere una respuesta de fondo, oportuna y, además, debe ser debidamente notificada al peticionario, pues es a partir de ese momento en que el derecho se ve protegido.
Por otra parte, el artículo 19 de la Ley 1755 de 2015 indica al respecto de las peticiones reiterativas lo siguiente:

“Respecto de peticiones reiterativas ya resueltas, la autoridad podrá remitirse a las respuestas anteriores, salvo que se trate de derechos imprescriptibles, o de peticiones que se hubieren negado por no acreditar requisitos, siempre que en la nueva petición se subsane.”
3. Carencia actual del objeto por hecho superado
Al respecto la Corte Constitucional ha dicho que la carencia actual de objeto sobreviene cuando frente a la petición de amparo, la orden del juez de tutela no tendría efecto alguno o “caería en el vacío” y se puede dar en los casos en que tiene lugar un daño consumado o un hecho superado (T-330 de 2017).
Frente al hecho superado expresó en la misma línea que “tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional”.
4. Caso Concreto
Descendiendo al caso bajo estudio, se puede desprender de la respuesta de la Junta de Vigilancia de COOEDUCAR, que el accionante ha presentado múltiples peticiones, las cuales han sido objeto de traslado por parte de la Supersolidaria.
En ese sentido, la Junta señala que dichas peticiones fueron remitidas por la Supersolidaria mediante el oficio con radicado No. 20242000549931, el 16 de diciembre de 2025 (sic), que recibió el 17 de diciembre del año 2024

Entre las solicitudes trasladadas que tienen como propósito investigar y sancionar presuntas faltas cometidas por COOEDUCAR, se encuentran los siguientes radicados:
· No. 20244400407042 del 04 de diciembre de 2024

· No. 20244400408852 del 05 de diciembre del 2024
Atendiendo dichas solicitudes, así como el traslado recibido, la Junta de Vigilancia emitió respuesta al señor Giraldo Acevedo el 27 de enero de 2025, en la cual le informó sobre la situación, los trámites realizados y anexó el reglamento del Comité del Asociado Pensionado Retirado, junto con el Acuerdo No. 016 de 2018, que designó a los asociados que inicialmente conformaron dicho comité. Lo anterior se contestó en los siguientes términos:
“Dentro del libro de actas que se tienen del Consejo de administración, órgano de dirección que por medio de los estatutos tiene la facultad de crear y reglamentar los comités auxiliares, (Articulo 75 de los Estatutos, literal O: Crear y reglamentar los comités que considere convenientes para el buen funcionamiento y desarrollo de la gestión cooperativa, nombrar sus integrantes y evaluar periódicamente su gestión) encontramos el acta N°1148 del 18 junio de 2018, donde el Consejo de Administración aprobó la constitución del Comité de Pensionados y su respectivo reglamento, según el Punto 5 del Orden del Dia (...)
(...)
Estatutariamente se encuentra contemplada la estructura de descentralización que se compone de la creación de los comités auxiliares, comités municipales, veedores sociales, expresamente observamos que también se menciona comité de pensionados, coordinadores de zona, todos estos correspondiendo a una estructura que permite la dirección y gobernabilidad de la cooperativa, la aplicación del código del bueno gobierno además de un buen control social.
(...)
Es importante resaltar que los estatutos de la Cooperativa aprobados por la 57° asamblea general de delegados y como lo hemos venido reiterando, en su artículo 75, literal o, nos define que es función del Consejo de Administración, crear, reglamentar, nombrar los miembros de cada uno de los comités y evaluar su gestión. 
(...)
Es así como la elección de los integrantes de cada comité es un proceso interno, dispuesto por los estatutos, aprobados por la Asamblea general y no un proceso de elección que se deba hacer en la Asamblea general”

De lo expuesto, es posible determinar que sí existió una vulneración por parte de la Junta de Vigilancia de COOEDUCAR al derecho fundamental de petición del accionante, pero esta se debió exclusivamente a la superación del término de quince (15) días establecido en la Ley 1755 de 2015 para dar respuesta a la petición, y no al contenido de la respuesta otorgada.
No obstante, también es cierto que, a pesar de ser extemporánea, ya se le proporcionó una respuesta completa, en la que se explicaron los procedimientos internos de la cooperativa para la creación de comités, la designación de los asociados, la aprobación del reglamento correspondiente al comité del asociado pensionado retirado y se concluyó que dicho proceso se llevó a cabo dentro de los parámetros normativos y estatutarios. 
En este sentido, es importante recordar que, como lo ha dispuesto la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia
 y como lo manifestó el juzgador de primera instancia, “el derecho de petición no implica la prerrogativa en virtud de la cual se tenga que otorgar lo pedido por el interesada o se deba definir favorablemente las pretensiones del solicitante.”
Ahora, consecuencia de la respuesta anterior, el accionante presentó un escrito en COOEDUCAR el día 28 de enero de 2025 con dirección a María José Navarro Muñoz - Superintendente de Economía Solidaria y Nancy Esperanza Rincón Aldana, Coordinadora del Grupo PQRSD
 y con el fin de “apelar” la respuesta dada al Derecho de Petición con radicado 20254400008712, por parte de Laura María Villada, presidenta de la Junta de Vigilancia de la Cooperativa – COOEDUCAR. 
Lo anterior, fue aceptado por la Supersolidaria la cual, en aras de dar una respuesta a las solicitudes accionante identificadas con radicados 20254400007312 del 10 de enero de 2025, 20254400008732 del 13 de enero de 2025 y 20254400030272 del 29 de enero de 2025
, requirió 
 a la Junta de Vigilancia de COOEDUCAR para obtener la respuesta de fondo otorgada al accionante.
 Dicho requerimiento se realizó con el propósito de continuar con el trámite de la denuncia y ejercer funciones de control, inspección y vigilancia, para proteger los intereses de los asociados de las organizaciones de Economía Solidaria. Esta comunicación fue notificada el 19 de febrero de 2025 tanto a COOEDUCAR como al accionante.

Por lo explicado con anterioridad, no se advierte una vulneración al derecho fundamental de petición, ya que la Superintendencia ha realizado las gestiones necesarias para tramitar la solicitud del accionante, garantizando el cumplimiento de los procedimientos legales y administrativos correspondientes. 
Por otra parte, la decisión del juez de primera instancia también fue acertada al señalar que, al momento de interponerse la acción, la Superintendencia aún se encontraba dentro del plazo para responder, por lo que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental.
Finalmente, respecto de los reparos del accionante en su impugnación, no es procedente declarar la nulidad de todo lo actuado por parte del Consejo de Administración de la Cooperativa COOEDUCAR en relación con la creación del Comité de Pensionados, dado que, como se ha señalado, las funciones de control, inspección y vigilancia, destinadas a proteger los intereses de los asociados en las organizaciones, corresponden a la Supersolidaria, lo que impide cualquier pronunciamiento de fondo en el trámite constitucional.
Así las cosas, esta Corporación confirmará la sentencia de primera instancia en su integridad. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 27 de febrero de 2025, proferido por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda.
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta providencia a las partes en la forma y términos consagrados en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: DENTRO de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria del presente fallo, REMÍTASE de forma electrónica y en los términos del Acuerdo PCSJA20-11594 del 13 de julio de 2020, la presente Acción de Tutela ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Quienes integran la Sala,
GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
Magistrado Ponente
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
Elaborado por: MEFJ
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